El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / DEFECTO PROCEDIMENTAL / INFORMALIDAD EN LA RECEPCIÓN DE MEMORIALES REMITIDOS POR CORREO ELECTRÓNICO / IMPUGNACIÓN DE ACCIÓN DE TUTELA.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. (…)
… la Corte Constitucional en la sentencia T-286 de 2018, expresó:

“En este sentido la acción de tutela solo procede contra fallos de la misma naturaleza, cuando no han sido proferidas por la Corte Constitucional y exista fraude, y contra actuaciones surtidas en el proceso de tutela siempre y cuando no busque el cumplimiento de las órdenes impartidas en la sentencia.

… La accionante reprocha el auto interlocutorio, por medio del cual la autoridad accionada negó la impugnación, dentro del trámite de otra acción de tutela. Actuación que conforme con la jurisprudencia de la Corte Constitucional es procedente”. (…)
La Corte Constitucional en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. (…)
… la funcionaria accionada alude a que al haber sido enviado como respuesta del correo electrónico mediante el cual se notificó la mencionada sentencia, no fue posible verificar su arribo en la bandeja de entrada.

Para la Sala, esa circunstancia, no justifica la decisión del juzgado que se abstuvo de dar trámite a la impugnación referida, toda vez que en términos generales los mensajes de datos que se envían como respuesta a otro, aparecen reflejados en la bandeja de entrada del que remitió la correspondencia contestada, en este caso la dirección electrónica del juzgado accionado, y eso se afirma porque al tratarse de un mensaje nuevo, no hay motivo para suponer que haya arribado por otro medio distinto al de la bandeja de recibido.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

       Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

       Pereira, febrero veinticuatro (24) de dos mil veinte (2020)

       Acta No. 059 del 24 de febrero de 2020
       Expediente No. 66001-22-13-000-2020-00022-00
Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, instaurada por la señora Luz Irene Sánchez Restrepo contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados Colpensiones, los Subdirectores de Determinación y los Directores de Prestaciones Económicas, de Medicina Laboral, de Atención y Servicios y de Acciones Constitucionales de esa misma entidad y el representante legal de Asalud Ltda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 13 de septiembre de 2019 formuló acción de tutela para obtener la protección de los derechos a la igualdad, debido proceso, acceso a la seguridad social y protección a las personas discapacitadas, vulnerados por Colpensiones. 

1.2 Ese proceso fue asignado al Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, que luego de analizar las pruebas aportadas, el 25 del citado mes, profirió sentencia en la que negó el amparo solicitado, al considerar que la entidad demandada no había lesionado los derechos que se invocaron como dignos de protección.
1.3 Ese fallo fue notificado por correo electrónico, en esa misma fecha. 
1.4 El 30 de septiembre siguiente, dentro del término establecido, se remitió impugnación frente a esa providencia, “dando respuesta al correo donde notificaron el fallo de tutela”.
1.5 Luego de transcurrido el término para desatar la segunda instancia, se obtuvo información del despacho accionado relativa a que “dentro del término no se presentó recurso de impugnación” y se requirió para que aportara prueba sumaria de la constancia de su envío.
1.6 El 9 de diciembre último, se allegó escrito con el soporte de entrega de la citada impugnación. 

1.7 Mediante constancia secretarial, el juzgado accionado puso en conocimiento que la acción de tutela fue remitida a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, el 1º de octubre de 2019, porque dentro de las diligencias no se encontró recurso alguno frente a la sentencia allí dictada. Además, que el certificado del envío del correo electrónico, demuestra que fue remitido no como mensaje independiente sino como respuesta a la notificación que del fallo de tutela se realizó. En conclusión, ese despacho judicial determinó que la impugnación no fue presentada en debida forma, máxime que a la fecha ya han transcurrido más de dos meses de remitido el expediente a la Corte Constitucional.

1.8 Citó jurisprudencia que considera aplicable al caso.

2. Considera lesionados los derechos al derecho al debido proceso, igualdad, acceso a la seguridad social y acceso a la información. Para protegerlos solicita se ordene al juzgado demandado dar trámite a la impugnación presentada el 30 de septiembre pasado y remitir el expediente a este Tribunal para desatarla.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Mediante proveído del 11 de febrero último se admitió la acción y se ordenó vincular al representante legal de Asalud Ltda, a Colpensiones y a sus Subdirectores de Determinación y Directores de Prestaciones Económicas, de Medicina Laboral, de Atención y Servicios y de Acciones Constitucionales.
2. En el curso de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 La Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones pidió se declarara la carencia actual de objeto por hecho superado, ya que frente a la solicitud de calificación de pérdida de la capacidad laboral, la Dirección de Medicina Laboral de esa entidad expidió oficio del 9 de agosto de 2019, mediante el cual resolvió de fondo y de manera clara el asunto; escrito en el que se requirió al actor para que allegara copia de su historia clínica completa y actualizada, empero a la fecha no se evidencia que se hayan aportados esos soportes médicos.
2.2 La titular del Juzgado Primero Civil del Circuito informó que: a) la acción de tutela objeto del amparo fue remitida para la Corte Constitucional el 1º de octubre del año pasado, sin que hasta el momento haya retornado de ese trámite de revisión; b) de la revisión de los correos electrónicos relacionados con ese asunto, se pudo verificar que el fallo fue notificado por ese medio a la parte actora el 25 de septiembre anterior y podía impugnarlo hasta el 30 del mismo mes. Aunque el apoderado de la demandante alega que remitió la impugnación oportunamente, o no recibió comunicación alguna en ese sentido, en la carpeta de entrada del correo institucional, ya que el recurso fue remitido por la actora como devolución al correo que le fue enviado para efecto de notificarla de la citada sentencia; es decir, no fue posible para el despacho verificar su llegada, pues con el método de remisión utilizado, no es posible su llegada a la carpeta de entrada, la que se revida de manera diaria y c) solo el 9 de diciembre último la parte interesada dio cuenta de la existencia de esa impugnación, lo que significa que dejó transcurrir más de dos meses desde cuando el proceso fue remitido a la Corte Constitucional. En virtud de esa manifestación, se decidió no dar trámite al recurso “puesto que no se tuvo conocimiento del mismo en la oportunidad debida, según auto del 9 de diciembre del año anterior, el cual fue remitido al correo electrónico del abogado sin pronunciamiento alguno”.
Agregó que el despacho a su cargo ningún derecho ha lesionado a la demandante, toda vez que el trámite se surtió de conformidad con las normas que regulan la materia.
3. Los demás vinculados guardaron silencio. 

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la acción de amparo frente a la decisión del juzgado accionado que negó dar trámite a la impugnación formulada por la demandante, frente  a la sentencia proferida en la acción de tutela que promovió. De serlo, se establecerá si en esa actuación se incurrió en defecto que lesiones los derechos de que es titular la actora.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes
: “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes
: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un  supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”. 

4. Las pruebas recogidas en el proceso, acreditan los siguientes hechos:

4.1 Mediante sentencia del 24 de septiembre de 2019, el Juzgado Primero Civil del Circuito local negó el amparo invocado por la señora Luz Irene Sánchez Restrepo contra Colpensiones
.

4.2 Esa providencia fue notificada al día siguiente
.

4.3 Esa decisión fue impugnada por el apoderado de la demandante
, mediante escrito remitido al correo electrónico del despacho judicial el 30 de septiembre siguiente, en hora hábil
. 
4.4 El 9 de diciembre pasado, el mismo  profesional solicitó al juzgado de conocimiento conceder el citado recurso
. Allegó con ese escrito pantallazo en el que se evidencia el envió de la impugnación
.

4.5 En constancia de ese mismo día, el secretario del juzgado demandado informó que la acción de tutela fue remitida a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, desde el 1º de octubre de 2019, toda vez que dentro del expediente no se encontró incorporado escrito alguno, contentivo de impugnación. Además, el pantallazo del correo electrónico, allegado por la parte actora, demuestra que la impugnación no fue enviada como mensaje independiente sino como respuesta a la notificación que del fallo de tutela se realizó
. 
4.6 Por auto de esa misma fecha, la funcionaria accionada resolvió no dar trámite a la impugnación propuesta.

Para así decidir, consideró que el recurso formulado no arribó como mensaje nuevo a la bandeja de entrada del correo institucional, sino como una respuesta dentro de la notificación de la sentencia, “dificultando su hallazgo”. Por tanto, esa remisión no se hizo en debida forma; al revisar los correos electrónicos recibidos, se puede constatar que aquella impugnación no se encuentra allí incluida. Además, han transcurrido más de dos meses desde cuando se enviaron las diligencias a la Corte Constitucional
.

5. En este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque el auto en que se resolvió sobre la solicitud de concesión de la impugnación propuesta, se dictó el 9 de diciembre último; c) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada y d) se identificaron los hechos generadores de la vulneración.

Frente a los restantes presupuestos, relativos con la subsidiariedad y a que no se trate de casos de tutela contra tutela, es necesario analizar los precedentes que sobre asuntos similares al que ahora ocupa la atención de la Sala, ha sentado la jurisprudencia.

La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha considerado que: 
“Ahora bien, no le asiste razón a la Comisión impugnante, cuando señala que el accionante contaba con otros mecanismos ordinarios de defensa frente a su inconformidad, como era el recurso de queja contra el auto que negó la impugnación del fallo de tutela de primera instancia, pues es claro que contra dicha providencia no procede ningún recurso.

…

En consecuencia, de lo antes expuesto se advierte que contra la providencia atacada no proceden recursos y por tanto el accionante no contaba con ningún otro mecanismo de defensa contra el defecto procedimental en que incurrió el Tribunal accionado, lo que hace procedente la acción de tutela. Por ende se debe acceder a la protección solicitada…”

Más recientemente la Corte Constitucional en la sentencia T-286 de 2018, expresó:

“En este sentido la acción de tutela solo procede contra fallos de la misma naturaleza, cuando no han sido proferidas por la Corte Constitucional y exista fraude, y contra actuaciones surtidas en el proceso de tutela siempre y cuando no busque el cumplimiento de las órdenes impartidas en la sentencia.

… La accionante reprocha el auto interlocutorio, por medio del cual la autoridad accionada negó la impugnación, dentro del trámite de otra acción de tutela. Actuación que conforme con la jurisprudencia de la Corte Constitucional es procedente.

…

     

50. Ahora bien, teniendo como fecha de notificación el día 5 de septiembre de 2017, esta Corporación encuentra que la accionante presentó la impugnación dentro del término establecido.

 

El artículo 31 del Decreto Estatutario 2591 de 1991 establece que el fallo podrá ser impugnado dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación. En el caso sub examine, el término comenzaba a correr desde el día miércoles 6 de septiembre de 2017 y vencía el viernes 8 del mismo mes y año, fecha última, en la que la señora Luz Bernelicia Díaz Núñez presentó el recurso de alzada.”
En estas condiciones, el amparo resulta procedente porque no se promovió frente a una sentencia de tutela, sino respecto de un auto dictado en el curso de ese trámite constitucional, frente al que no procede recurso alguno, porque el Decreto 2591 de 1991 solo establece la posibilidad de impugnar aquella providencia
.

6. En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, considera el actor lesionados los derechos cuya protección invoca porque el juzgado accionado se abstiene de conceder la impugnación que formuló tempestivamente.

La Corte Constitucional en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:

“33. El defecto procedimental  como una causal especial de procedencia de la tutela contra providencias judiciales se sustenta en los artículos 29 y 228 de la Constitución, que consagran los derechos al debido proceso y a la administración de justicia y el principio de prevalencia del derecho sustancial que protege a las personas de que se presente una grave arbitrariedad en el acceso a la justicia. La Corte Constitucional ha reconocido dos modalidades de este defecto: i) el absoluto, que se da cuando hay una desviación del procedimiento legalmente establecido
 y ii) por “exceso ritual manifiesto, que tiene lugar cuando hay una renuncia consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la  aplicación de las normas procesales
.

…
De acuerdo con lo anterior, la decisión del juez en un proceso se torna arbitraria por falta de fundamento legal que la sostenga, y por lo tanto se configura un defecto procedimental absoluto cuando: i) se tramita un proceso de forma diferente a la establecida legalmente o ii) se desconocen etapas del procedimiento que comprometen los derechos fundamentales de las partes como, por ejemplo, una notificación, un momento probatorio, o la posibilidad de que una decisión sea revisada en segunda instancia cuando era procedente la apelación.

35. Sobre el segundo tipo de defecto procedimental, el exceso ritual manifiesto, la Corte Constitucional ha sostenido que se configura “en eventos en los cuales el juzgador incurre en una vulneración del mandato de dar prevalencia al derecho sustancial, o del derecho al acceso a la administración de justicia por (i) dejar de inaplicar disposiciones procesales que se oponen a la vigencia de derechos constitucionales en un caso concreto; (ii) exigir el cumplimiento de requisitos formales de forma irreflexiva, aunque en determinadas circunstancias puedan constituir cargas imposibles de cumplir para las partes, siempre que esa situación se encuentre comprobada; o (iii), incurrir en un rigorismo procedimental en la apreciación de las pruebas”
. (Subrayas fuera del texto original)

De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.

Surge de las pruebas allegadas que la sentencia dictada por el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, el 24 de septiembre de 2019, en la acción de tutela que instauró la aquí accionante contra Colpensiones, fue notificada al apoderado de la actora el 25 de ese mismo mes y que ese profesional la impugnó dentro de la oportunidad legal, concretamente el 30 siguiente, último día de los tres establecidos para ese efecto. 

El artículo 31 del Decreto 2591 de 1991, que regula el trámite de impugnación del fallo en las acciones de tutela, prescribe:

“Impugnación del fallo. Dentro de los tres días siguientes a su notificación el fallo podrá ser impugnado por el Defensor del Pueblo, el solicitante, la autoridad pública o el representante del órgano correspondiente, sin perjuicio de su cumplimiento inmediato.

Los fallos que no sean impugnados serán enviados al día siguiente a la Corte Constitucional para su revisión.”

7. Aplicando esa disposición a la circunstancia que ofrece el concreto, se infiere, sin lugar a dudas, que fue oportuna la impugnación que interpuso la parte demandante frente al fallo de tutela.

Lo anterior no es motivo de controversia; el debate se plantea es sobre la manera como se envió el escrito contentivo del recurso, pues la funcionaria accionada alude a que al haber sido enviado como respuesta del correo electrónico mediante el cual se notificó la mencionada sentencia, no fue posible verificar su arribo en la bandeja de entrada.

Para la Sala, esa circunstancia, no justifica la decisión del juzgado que se abstuvo de dar trámite a la impugnación referida, toda vez que en términos generales los mensajes de datos que se envían como respuesta a otro, aparecen reflejados en la bandeja de entrada del que remitió la correspondencia contestada, en este caso la dirección electrónica del juzgado accionado, y eso se afirma porque al tratarse de un mensaje nuevo, no hay motivo para suponer que haya arribado por otro medio distinto al de la bandeja de recibido.
Exigirle a las partes que dentro del trámite de una acción de tutela, que se caracteriza por ser informal, remitan como mensaje independiente los recursos y demás memoriales, además de constituir una carga desproporcional y un exceso ritual manifiesto, deslegitimaría como tal la eficacia de las herramientas tecnológicas utilizadas para la transmisión de mensajes de datos, en el entendido que si las respuestas a los correos no se ven reflejados en la bandeja de entrada, se deja de garantizar el idóneo flujo de información que pretende brindar ese medio de comunicación. 
Y en tal forma se concluye que como el juzgado accionado se negó injustificadamente a conceder la impugnación formulada, incurrió en error que afecta el derecho al debido proceso de que es titular la demandante y concretamente garantía como la doble instancia en cuanto se le coartó la facultad para que el juez superior estudie la sentencia de primer grado.

8. Así las cosas, se concederá el amparo solicitado y para proteger el derecho conculcado, se dejará sin efecto el auto de fecha del 9 de diciembre de 2019, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira en la acción de tutela a que se ha hecho referencia y se ordenará a la funcionaria demandada que dentro del término de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación que se le haga de esta providencia, adopte las medidas necesarias para tramitar el recurso de impugnación presentado por la actora frente a la sentencia que en ese asunto se dictó.

9. En atención a que el amparo solo tiene prosperidad frente al juzgado accionado, se declara improcedente contra los demás vinculados.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Conceder el amparo solicitado por la señora Luz Irene Sánchez Restrepo contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira.
SEGUNDO: En consecuencia, se deja sin efecto el auto proferido el 9 de diciembre de 2019, dentro de la acción constitucional promovida por la demandante y se ordena a la titular del juzgado accionado que dentro del término de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación que se le haga de esta providencia, adopte las medidas necesarias para tramitar el recurso de impugnación presentado por la actora frente a la sentencia que en ese asunto se dictó.

TERCERO: Se declara improcedente el amparo frente a Colpensiones, los Subdirectores de Determinación y los Directores de Prestaciones Económicas, de Medicina Laboral, de Atención y Servicios y de Acciones Constitucionales de esa misma entidad y el representante legal de Asalud Ltda.
CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
QUINTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY HERRERA GRISALES

       

       
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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� Sentencia de 13 de febrero de 2013. M.P.: Carlos Ernesto Molina Monsalve. 


� Tal como lo ha señalado la Corte Constitucional, que en auto 014 de 2004 rechazó un recurso de reposición interpuesto dentro del trámite de una acción de tutela con base en “que no resulta admisible extender por analogía todas las normas del Código de Procedimiento Civil al trámite de la acción de tutela, pues de esa manera podría darse a la misma un tratamiento similar al de cualquier proceso civil, pese a que la Constitución exige para ella un procedimiento “sumario”, esto es simplificado, breve, donde no es posible ni la admisión de todos los incidentes que si lo serían en un proceso civil o en un proceso contencioso administrativo, como tampoco son de recibo los recursos no expresamente previstos en el Decreto 2591 de 1991”.


�Sentencia T-008 de 1998 MP: Eduardo Cifuentes Muñoz; En la sentencia SU-159 de 2002 MP: Manuel José Cepeda Espinosa se dijo sobre la configuración del defecto: “3.2.2. Respecto de la presunta existencia de una vía de hecho sustentada en la constatación de un defecto procedimental, la Corte ha señalado que, cuando el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones, está actuando “en forma arbitraria y con fundamento en su sola voluntad”. Así, por vía de ejemplo, está viciado todo proceso en el que se pretermiten eventos o etapas señaladas en la ley para asegurar el ejercicio de todas las garantías que se le reconocen a los sujetos procesales de forma tal que, por ejemplo, (i.) puedan ejercer el derecho a una defensa técnica , que supone la posibilidad de contar con la asesoría de un abogado-en los eventos en los que sea necesario-, ejercer el derecho de contradicción y presentar y solicitar las pruebas que considere pertinentes para sustentar su posición; (ii.) se les comunique de la iniciación del proceso y se permita su participación en el mismo  y (iii.) se les notifiquen todas las providencias proferidas por el juez, que de acuerdo con la ley, deben serles notificadas”. Ver también Sentencia T-946 de 2014 MP: Gloria Stella Ortiz Delgado citando T-327 de 2011 MP: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


�  Sentencia T-388-2015 MP: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo AC: Gloria Stella Ortiz Delgado respecto a la diferencia entre impugnación y doble instancia; Ver también Sentencia T-340 de 2015 MP: Jorge Iván Palacio Palacio.


� Sentencia T-637 de 2015 MP Juan Carlos Henao Pérez. Reiterada en Sentencias T-339 de 2015 MP: Jorge Iván Palacio Palacio. T-388-2015 MP: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; ver también T-386 de 2010 MP: Nilson Pinilla Pinilla, T-599 de 2009 MP: Juan Carlos Henao Pérez, Sentencia T-327 de 2011 MP: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
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